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Don Javier García Jiménez, miembro de las Cortes de Navarra, y portavoz del Grupo Parlamentario Partido Popular de Navarra (PPN) y al amparo de lo dispuesto en el Reglamento de la Cámara, solicita la inclusión de la siguiente moción para su debate en el Pleno:
Exposición de motivos
La ocupación ilegal de viviendas es una realidad creciente que genera preocupación entre la ciudadanía, afecta a la seguridad jurídica de los propietarios y tiene un impacto negativo en la convivencia vecinal. Si bien las causas de las ocupaciones son diversas y complejas, existe un amplio consenso social en la necesidad de proteger los derechos de los legítimos propietarios y arrendadores que se ven perjudicados por este fenómeno.
Algunas comunidades autónomas, como la Comunidad de Madrid, han puesto en marcha medidas pioneras para atender a las personas afectadas por ocupaciones ilegales, como la creación de servicios telefónicos de atención inmediata, asesoramiento jurídico gratuito, apoyo psicológico y coordinación directa con los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado.
En la Comunidad Foral de Navarra el Parlamento ha abordado en legislaturas anteriores diversas iniciativas destinadas a afrontar el creciente problema de la ocupación ilegal de viviendas, una situación que genera inseguridad jurídica, conflictos vecinales y una clara sensación de indefensión entre los propietarios y comunidades afectadas. A pesar del reconocimiento del problema y de los debates parlamentarios al respecto, no se ha avanzado de manera efectiva en la puesta en marcha de un servicio público específico que dé respuesta a las personas directamente perjudicadas por esta realidad.
La ausencia de una estructura institucional con competencias claras para actuar ante estos casos refleja una falta de voluntad política o, al menos, una escasa coordinación entre administraciones.
En este contexto, el marco normativo actual introduce una nueva figura: la declaración de zonas de mercado residencial tensionado. Esta medida pretende contener la escalada de los precios del alquiler mediante la intervención administrativa en determinadas áreas urbanas. Sin embargo, esta declaración no incorpora mecanismos eficaces para afrontar fenómenos como la ocupación ilegal, que muchas veces se agrava precisamente en estas zonas, donde la presión sobre la vivienda es mayor.
De hecho, la estrategia normativa obvia que la ocupación irregular también supone una distorsión grave del mercado de vivienda y un atentado directo contra la seguridad y los derechos de los legítimos propietarios.
Este desequilibrio normativo contribuye a una percepción de arbitrariedad en la protección de derechos, dejando de lado a quienes se ven forzados a afrontar, muchas veces en solitario, los efectos de la ocupación ilegal.
Además, las comunidades de vecinos y las entidades sociales que conviven con estas situaciones denuncian una falta de recursos, apoyo institucional y herramientas legales ágiles para poder resolver conflictos que, con frecuencia, derivan en tensiones sociales, degradación del entorno y desconfianza hacia las instituciones.
Por todo ello, se considera necesario impulsar una medida transversal que supere la fragmentación actual y refuerce la seguridad jurídica de todas las partes implicadas. Esta iniciativa debe contemplar la creación de un servicio público especializado, con capacidad de intervención rápida y coordinada, que ofrezca atención personalizada a las personas afectadas, establezca protocolos claros de actuación y promueva la colaboración entre administraciones, cuerpos de seguridad y organizaciones sociales.
Solo desde una perspectiva integral y equilibrada será posible garantizar el derecho a una vivienda digna sin renunciar a la defensa de la legalidad y de la convivencia vecinal.
Propuesta de resolución:
El Parlamento de Navarra insta al Gobierno de Navarra a:
1. Crear un Servicio de Atención Integral a las Personas afectadas por ocupaciones ilegales. Este servicio pondrá especial atención a las víctimas de mayor vulnerabilidad.
2. Diseñar e implantar un protocolo de actuación conjunta, en colaboración con la Policía Foral, las policías locales y cuerpos y fuerzas de seguridad.
3. Lanzar campañas informativas de prevención y asesoramiento dirigidas a la ciudadanía, con especial atención a propietarios particulares, comunidades de vecinos y entidades sociales o cooperativas de vivienda afectadas por esta problemática.
4. Presentar anualmente ante el Parlamento de Navarra un informe de evaluación del servicio.
Pamplona, a 22 de mayo de 2025
El Parlamentario Foral: Javier García Jiménez
